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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 2  Juzgado de Letras de Punta Arenasº

CAUSA ROL : C-85-2021

CARATULADO : GOPALDAS/FISCO DE CHILE

Punta Arenas,  diecis is de Mayo de dos mil veintitr sé é

VISTOS:

Que, en el folio 1, Pablo Andr s Bussenius Cornejoé , abogado, en representaci nó  

convencional de don Roberto Luis Gopaldas de La Rosa, chileno, casado, pensionado, 

domiciliado para estos efectos en calle Lautaro Navarro 1066, Oficina 403, comuna y 

ciudad de Punta Arenas, interpone demanda de indemnizaci n de perjuicios por da oó ñ  

moral en contra del  Fisco de Chile, persona jur dica de derecho p blico, representadoí ú  

por el Procurador Fiscal (S) del Consejo de Defensa del Estado, don  Claudio Patricio 

Benavides Castillo, abogado, ambos con domicilio en 21 de mayo 1678, Punta Arenas, o 

quien legalmente lo subrogue.

Pide al tribunal, tener por interpuesta demanda, acogerla en todas sus partes, 

condenando al demandado a pagar por el da o moral sufrido, la suma de $200.000.000ñ  

(doscientos millones de pesos) o la suma o cantidad que este tribunal estime de Justicia 

conceder conforme al m rito del proceso, m s intereses, reajustes legales desde que laé á  

sentencia cause ejecutoria, con costas.

Se alañ  que cuando se produce el Golpe de Estado el a o 1973, se encontrabañ  

trabajando en el Hospital Regional como encargado de administrar insumos del hospital, 

tiles administrativos, mercader a, material de aseo y accesorios de hospitalizaci n (batas,ú í ó  

sabanillas,  delantal  medico),  cargo  que  se  conoc a  como  ec nomo.  El  d a  de  suí ó í  

detenci n, esto es el d a 08 de octubre de 1973, se encontraba sentado en su puesto deó í  

trabajo, cuando una persona a quien l conoc a, ingresa a la oficina y le indica que poré í  

orden de la Junta Militar deb a detenerlo. Luego, ante su sorpresa, procede a atarle lasí  

manos con una soga y a vendarle los ojos con un pa uelo negro, para conducirlo a unñ  

cami n  militar,  donde fue  subido por  la  fuerza.  All  se  encontraban  otras  personasó í  

detenidas.

Contin a relatando que ya arriba del cami n, le preguntaron en qu  lugares (deú ó é  

detenci n) ten a personas conocidas, se imagina para dejarlo aislado de alg n contacto,ó í ú  

de ah  fue trasladado al Regimiento Cochrane. Al llegar, se dio cuenta que hab a muchaí í  

gente, escuchaba sus voces y los gritos. 

Indica que luego de 2 d as, lo llevaron al lugar que se conoce como el Palacioí “  

de la Risa . Una vez all , fueron recibidos con golpes y patadas en los tobillos, para” í  

luego, en su caso, proceder a la tortura mediante la aplicaci n de corriente. Al finalizar,ó  

les hicieron sentar en unas bancas grandes con los ojos vendados y atados de manos 

hasta que tocaba devolverlos a su lugar de detenci n. ó
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Agrega que a eso de las 02:00 de la madrugada de ese mismo d a, lo llevaron aí  

las barracas con los ojos vendados y atado de manos, donde luego de golpearlo con 

pu os, culatazos, patearlo, escupirlo e insultarlo le preguntaron qu  hac a en el Hospitalñ ¿ é í  

Regional? Le hicieron preguntas personales, preguntas sobre mercader a, facturas, etc.í  

Ellos quer an que confesara, porque cre an que l entregaba las resmas de papel paraí í é  

elaborar panfletos de car cter pol tico. La interrogaci n dur  calcula que hasta las 05:00á í ó ó  

de la madrugada.

Al otro d a sucedi  lo mismo, insultos, golpes, patadas y culatazos, sobre todo sií ó  

no lograba dar respuesta a lo que ellos me preguntaban, nuevamente a las 05:00 de la 

madrugaba lo dejaron de interrogar. 

Dice que recuerda que ltimo d a, cuando lo estaban interrogando en la Casaú í “  

de la Risa ,  escuch  una voz conocida, l se acerca, lo reconoce y les dice a otros” ó é  

funcionarios que lo dejen ir. En ese momento lo volvieron a subir al cami n militar y loó  

trasladaron devuelta  al  Regimiento Cochrane,  donde habl  con un suboficial,  quienó  

molesto por lo sucedido, instruye sea golpeado por varios militares por desobediencia. 

Nuevamente lo env an a las barracas y a eso de las 02:00 am, lo sacan nuevamente paraí  

ser interrogado bajo las mismas condiciones.

Se ala  que  recuerdo  su  desesperaci n  cuando  le  entregan  una  caja  conñ ó  

mercader a que envi  su familia,  junto a una carta  escrita por su esposa,  Claudinaí ó  

Avenda o, donde se contaba que sus hijos, una ni a de 4 a os y un ni o de 9 meses, señ ñ ñ ñ  

encontraban enfermos y sin reflexionar sobre lo que pod a pasar, salt  la reja como pudoí ó  

y se dirigi  a hablar con el Comandante a cargo del recinto, dici ndole y suplic ndoleó é á  

que l no era culpable, que no ten a relaci n con ning n partido pol tico y que por favoré í ó ú í  

lo dejara libre para ver a sus hijos. Esta acci n tuvo su castigo, ya que despu s de eso, loó é  

llevaron a otro lugar que no pudo identificar, donde estuvo aproximadamente durante 

35 d as. Eran entre 8 a 10 personas las que estaban all . í í

Expresa que en este lugar las cosas no mejorar an, al contrario, fue objeto de m sí á  

abusos. Cuando los militares fumaban, le apagaban cigarros en la espalda, ten a muchasí  

quemaduras en la espalda. Otras veces le vendaban los ojos, le ordenaban desvestirse, 

dej ndole s lo en ropa interior, luego en algunas ocasiones, deb an caminar sobre vidrioá ó í  

molido descalzos y en otras soltaban a los perros para que los atacaran. Hab a algunosí  

d as en donde los hac an pasar sobre trincheras desnudos en donde hab a alambre deí í í  

p as. Era una pesadilla que no ten a fin. ú í

Dice que el ltimo d a de su detenci n, un militar se le acerca y le dice en vozú í ó  

baja que ese d a se iba (haciendo alusi n a que lo dejar an en libertad), al cabo de unasí ó í  

horas lo llevaron en un cami n militar cerca de la Universidad de Magallanes, ah  loó í  

hicieron descender y le ordenaron se fuera r pido de ese lugar. Corri  tan r pido comoá ó á  

pudo hacia su casa, con el cuerpo muy adolorido y fatigado para encontrarse con su 

esposa y sus dos hijos. Al llegar a su hogar su esposa lo abraz , lo abrig  y le cur  lasó ó ó  

heridas. l a n no cre a que lo hab an dejado en libertad. É ú í í
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Expresa que estuvo detenido del 08 de octubre al 14 de noviembre de 1973, por 

un total de 38 d as, 3 de ellos torturado en el Palacio de la Risa  y el resto en algunaí “ ”  

dependencia del Regimiento Cochrane. 

Indica que fue torturado tanto por personal de la Armada de Chile como por 

militares del ej rcito. Recibi  culatazos, golpes de pu o, patadas, humillaci n e insultosé ó ñ ó  

constantes.  Le  apagaron  cigarros  en  la  espalda,  le  vendaban  los  ojos  y  lo  hac aní  

desvestirse  para  quedar  en  ropa  interior,  m s  desprotegido,  para  recibir  m s  da o,á á ñ  

cuando los hac an caminar sobre el vidrio molido, cuando hac an que los atacaran losí í  

perros  o  cuando deb an pasar  sobre  las  trincheras  con alambre  p a.  Fue  torturadoí ú  

adem s mediante aplicaci n de corriente durante sus interrogatorios en la Casa de laá ó “  

Risa .”

Agrega  que  durante  esos  interminables  d as,  el  mayor  sentimiento  queí  

predominaba en l era el miedo y el terror, porque no sab a que iba a pasar, que le ibané í  

hacer o en qu  momento lo iban a golpear o torturar. Cada vez que escuchaba un ruidoé  

fuerte comenzaba a temblar de manera involuntaria. Sent a tambi n rabia e impotencia,í é  

no entend a por qu  estaba ah  y no sab a c mo demostrar su inocencia, a veces, llorabaí é í í ó  

en silencio porque si lo ve an llorar le pegaban m s fuerte. A n no entiende por qu  loí á ú é  

llevaron ah  ni por qu  fueron vejados de esa manera.í é

Dice que lo vivido, trastoc  todas sus din micas, no supo como canalizar todo loó á  

que le pas . Recuerda su vida familiar antes de su detenci n, ten an una vida normal,ó ó í  

incluso recuerda cuando antes de salir al trabajo, bailaban con su hija un corrido, que es 

un tipo de baile, era como un ritual entre ellos. Menciona que cuando regres  ya no fueó  

el mismo, ten a crisis de llanto, se volvi  agresivo y retra do. Ten a insomnio, depresi n,í ó í í ó  

se despertaba en las noches gritando o llorando. Fue tanta su frustraci n, que en variasó  

ocasiones termin  golpeando a mis hijos al no poder controlar mis emociones, s lo sent aó ó í  

la necesidad de sacar toda esa ira. 

Indica  que  necesitaba  tomar  una cerveza  en  la  ma ana  todos  los  d as  parañ í  

comenzar su d a y estar alegre , esta situaci n llev  a su se ora a contactarse con unaí ¨ ¨ ó ó ñ  

trabajadora social y tuvo que someterse a un tratamiento contra el alcoholismo en donde 

le pusieron un pelet, ya que su situaci n con el alcohol no daba para m s.ó á

Expresa que en el mbito laboral, antes de su detenci n se desempe aba comoá ó ñ  

Jefe Ec nomo del Hospital Regional, sin ninguna dificultad en la realizaci n de tareas.ó ó  

Al regresar de su detenci n, lo reubican de cargo a SOME (Servicios de rdenes m dicasó ó é  

para hospitalizaci n y horas m dicas). Todo esto lo llev  a trabajar 3 veces m s que eló é ó á  

resto, necesitaba esa sobrecarga de trabajo para no pensar en lo que le hab a ocurrido,í  

aproximadamente cada cuatro horas de trabajo, tomaba whisky para seguir la jornada. 

Beb a para olvidarse de todo y ser alegre con sus colegas, como lo era antes.í

Dice que trabajaba de lunes a lunes, muchas horas al d a, porque era la nicaí ú  

manera de ocupar su cabeza y los recuerdos que ten a. Se obsesion  con el trabajo a talí ó  
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grado,  que  junto a otros  factores  afectaron de  manera  importante  su  salud  mental, 

debiendo someterse a un tratamiento psicol gico. ó

Se ala que se volvi  ap tico, agresivo y me aisl  socialmente, no quer a ver añ ó á ó í  

nadie. Era desconfiado y temeroso del resto. No quer a hablar con nadie porque ten aí í  

miedo de que fuera una trampa y lo llevaran de nuevo o que creyeran que era de un 

partido pol tico y lo arrestaran por conspiraci n. Viv a as  cada d a. í ó í í í

Indica que el cambio en su personalidad fue tan radical, que debi  comenzar unó  

tratamiento psiqui trico. Fue trasladado a la Capital, lo llevaron a Pio Nono, a la Cl nicaá í  

de Santiago y all  le pusieron electroshock. Su comportamiento con sus hijos era cadaí  

vez m s agresivo, no as  con su se ora. Cuando eso ocurr a, lo llevaban a psiquiatr a ená í ñ í í  

ambulancia y le inyectaban alg n medicamento, le daban pastillas y posteriormente leú  

daban el alta. A veces, le temblaban las piernas y las manos sin raz n aparente. ó

Dice que en la actualidad su esposa, quien a n lo cuida, es quien le prepara losú  

medicamentos, porque no tiene la capacidad mental para hacerlo l s lo. é ó

Se ala que nunca particip  de alg n partido pol tico, ni antes ni despu s delñ ó ú í é  

Golpe, s lo hablar de ello le generaba miedo. ó

Expone que antes de su detenci n, siente que lo ten a todo, que era feliz. Ten aó í í  

un trabajo que le gustaba, una familia y salud. Nunca m s fue el alegre de la familia, susá  

cambios de humor y la depresi n calaron hondo en su hogar, su familia le dec a que yaó í  

no era el mismo.

Indica que su situaci n econ mica como consecuencia de todo lo que le estabaó ó  

sucediendo, se vio profundamente mermada y hoy gracias a su yerno, tiene la posibilidad 

de vivir en una casa, donde no paga la luz, ni el gas, ni el agua.  Sin su ayuda, ser aí  

pr cticamente  un  indigente  ya  que  actualmente  recibe  por  2  sueldos,  $360.000á  

aproximadamente, que en otras condiciones no le alcanzar an para pagar un arriendo,í  

los gastos m dicos de mis tratamientos y mucho menos para comer. é

Dice que le cuesta comunicarse verbalmente, porque no se le entiende lo que 

habla, sigue con depresi n y con otras patolog as. Siente y cree que las cosas podr anó í í  

haber sido distintas para l y su familia, pero no ha podido superar a la fecha, lo que leé  

toc  vivir durante ese per odo en que fue injustamente privado de libertad, golpeado yó í  

torturado. 

Afirma que el demandante fue reconocido por el Estado de Chile como v ctimaí  

directamente afectada por violaciones a los derechos humanos, en el anexo Listado de“  

prisioneros pol ticos y torturados  que forma parte del Informe de la Comisi n Nacionalí ” ó  

sobre Prisi n Pol tica y Tortura, creada por el D.S. N  1040 de 2003, del Ministerio deló í º  

Interior.

Que, en el folio 5, la demandada contest  la demanda.ó

Que, en el folio 9, la demandante evacu  la r plica.ó é

Que, en el folio 11, la demandada evacu  la d plica.ó ú

Que, en el folio 15, se recibi  la causa a prueba.ó
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Que, en el folio 41, se cit  a las partes para o r sentencia.ó í

CONSIDERACIONES PREVIAS: 

La Constituci n Pol tica de la Rep blica. Que, como se ala el profesor Carlosó í ú ñ  

Nino, refiri ndose a Hart, la Constituci n es posible verla como el conjunto de pr cticasé ó á  

de reconocimiento del derecho de una sociedad es decir, no s lo opera como un evento– ó  

que  se  origina  por  una  convenci n  social,  sino  que  representa  una  pr ctica  socialó á  

continua-. 

As , es posible observar a la Constituci n Pol tica de la Rep blica como uní ó í ú  

instrumento que sirve para resolver problemas de coordinaci n, como ocurre en eló  

presente caso, en el cual por una parte se demanda la indemnizaci n de perjuicios aó  

causa de un hecho da oso, y por otro, la existencia de la instituci n de prescripci n ñ ó ó –

vigente en nuestro orden jur dico- lo que da certeza a sus ciudadanos y no s lo aí – ó  

ellos pero a ellos principalmente- no s lo sobre la exigibilidad sino tambi n de laó é  

oportunidad de tal exigibilidad. 

Sostiene  lo  anterior,  lo  dispuesto  en  el  art culo  5  de  nuestra  Cartaí °  

Fundamental, el que mandata la incorporaci n de los Tratados Internacionales sobreó  

Derechos Humanos, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Conviene tener presente para efectos de consideraciones previas, que el sujeto, 

la persona humana,  se ha erigido como el centro de generaci n del derecho, deó  

manera tal que son sus intereses el principal objeto de protecci n de parte importanteó  

de las normas jur dicas. í

 Como se viene reflexionando y considerando la relevancia en el proceso de 

construcci n de normas, y espec ficamente de lo que debemos entender por derechoó í  

vigente,  el  M ximo Tribunal  ha  transitado en lo  que  respecta  a  dar  lugar  a  laá  

reparaci n  civil  por  responsabilidad  del  Estado  en  violaciones  a  los  derechosó  

humanos, decidiendo de esta manera preterir la prescripci n establecida para casosó  

que no operan como ste, en el extremo, y hoy en d a parece estar conteste en laé í  

necesidad de dar lugar con determinados matices. 

Por su parte,  el  acceso a la justicia en su amplia dimensi n y reparaci nó ó  

integral a las v ctimas. Ha sido, en nuestra regi n, la Corte IDH la que ha relevadoí ó  

la importancia de estos derechos, convirti ndolo en un elemento central de nuestrosé  

ordenamientos  jur dicos,  ampliando  su  entendimiento  respecto  de  acceso  a  laí –  

justicia- no s lo a exigencias adjetivas sino a su sentido material, todo en el marco deó  

lo que entendemos, es un Estado de Derecho. 

Obliga lo anterior, que frente a la interpretaci n de normas, el sentenciadoró  

debe optar por aquella que haga efectivo los derechos y garant as de los ciudadanos,í  

que efectivamente constituya un acceso a la justicia en su amplia dimensi n.  As  lasó í  

cosas,  y  como  lo  ha  se alado  esta  Corte  internacional,  el  acceso  a  la  justiciañ “  

constituye  una  norma  imperativa  de  Derecho  Internacional  y,  como  tal,  genera 

obligaciones erga omnes para los Estados de adoptar las medidas que sean necesarias 
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para no dejar en la impunidad esas violaciones   por una parte, y por otra, pone…”  

acento  en  la  v ctima,  como un  actor  central  en  el  derecho  internacional  de  losí  

derechos humanos. Por su parte, la reparaci n integral comprende la investigaci n;ó ó  

restituci n  de  derechos,  bienes  y  libertades;  la  rehabilitaci n  f sica,  psicol gica  oó ó í ó  

social;  la  satisfacci n  de  la  v ctima;  las  garant as  de  no  repetici n;  y  lasó í í ó  

indemnizaciones compensatorias por da os materiales e inmateriales.ñ

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que, en el folio 1,  Pablo Andr s Bussenius Cornejoé , abogado, en 

representaci n de don ó Roberto Luis Gopaldas de La Rosa, chileno, interpone demanda 

de indemnizaci n de perjuicios por da o moral  ó ñ en contra del  Fisco de Chile,  por las 

razones  de  hecho  y  derecho señaladas  en  la  parte  expositiva,  las  que  se  dan  por 

expresamente reproducidas por economía procesal.

Pide la suma de $200.000.000 (doscientos millones de pesos), o lo que el Tribunal 

determine, b sicamente fundado en las violaciones a los derechos humanos del actor ená  

distintos periodos comprendidos en la poca de la ltima Dictadura Militar de nuestroé ú  

pa s, a partir de 1973, siendo reconocido como v ctima por el Estado.í í

SEGUNDO:  Que, en el folio 5 la demandada contest  la demandaó  solicitando 

su  total  rechazo,  con  costas,  en  base  a  las  excepciones,  defensas  y  alegaciones  que 

expone.

La parte demandada, esto es, el Fisco de Chile, no controvierte los hechos en lo 

medular, estando conteste en que estar an reconocidos por el Estado (e incluso alega,í  

reparados).

El Fisco de Chile solicita el rechazo de la demanda, b sicamente por estimar laá  

prescripci n de la acci n por un lado, as  como por otro, por estar en todo caso yaó ó í  

indemnizado  en  sus  perjuicios  la  v ctima,  al  ser  parte  de  un  programa  estatal  deí  

reparaci n, recibiendo los beneficios que diversas leyes de reparaci n han establecido enó ó  

su favor, como lo reconoce en la demanda, a consecuencia del reconocimiento que se les 

hace por la Comisi n Nacional sobre prisi n y tortura, creada por el D.S. N  1040 deó ó º  

2003, del Ministerio del Interior, se alando en subsidio, que el monto debe en todo casoñ  

ser muy inferior al demandado, toda vez que se explicitan los montos que el Estado ha 

desembolsado en diversas formas de reparaci n.ó

TERCERO: Que, en el folio 9, la demandante evacu  la r plica,ó é  reafirmando y 

reproduciendo  cada  uno  de  los  conceptos,  afirmaciones,  planteamientos  y  acciones 

contenidas en la demanda de autos, como asimismo, las peticiones concretas deducidas 

en ella. 

Expresa que la defensa sostiene que el actor ya habr a sido reparado, ya sea ení  

particular  a  trav s  de  pensiones  directas,  o  bien,  en  general  mediante  las  pol ticasé í  

transicionales.  Sin  embargo,  existen  m ltiples  y  buenas  razones  para  desechar  talú  

planteamiento:  la  reparaci n  integral  constituye  un  concepto  indiscutido  en  sistemaó  
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internacional de los derechos humanos, remiti ndose a lo se alado en extenso en laé ñ  

demanda.

Expresa que contrariamente a lo sostenido por el Consejo de Defensa del Estado, 

la doctrina de la Corte Suprema ha asentado el car cter complementario, no excluyenteá  

de ambas indemnizaciones. Los razonamientos seguidos para ello son que: 

a. Atienden a objetivos diversos y son de distinta naturaleza. 

b. La Ley 19.992 que s lo vino a establecer un sistema de pensiones asistenciales,ó  

no contempla incompatibilidad alguna. 

c. No se ha demostrado que la Ley 19.992 fuera dise ada para cubrir todo da oñ ñ  

moral inferido a las v ctimas de atentados de derechos humanos. í

d.  Que  el  Estado  asuma  su  obligaci n  de  reparar  no  significa  renuncia  oó  

prohibici n para que el  sistema jurisdiccional declare la procedencia de este tipo deó  

indemnizaci n. ó

Dice que por su significancia, car cter emblem tico e indudable identificaci n ená á ó  

un  contexto  regional,  citando la  Sentencia  de  nuestra  excelent sima Corte  Supremaí  

dictada en Recurso de Casaci n en el Fondo con fecha 14.09.2015, en los autos Rol Nó ° 

1092-15,  la  que finalmente  conden  al  Estado de Chile  a  pagar  la  suma de  4.500ó  

millones de pesos a 31 ex presos pol ticos de Isla Dawson, donde es posible encontrar lasí  

referidas argumentaciones.

Explica que en los hechos, de acogerse dicha excepci n, constituir a un cierre a laó í  

revisi n judicial de la reparaci n que podr a acarrear responsabilidad internacional aló ó í  

Estado porque la de Corte Interamericana ha reconocido el derecho de las v ctimas deí  

acceder a la justicia para solicitar una declaraci n judicial de responsabilidad estatal paraó  

que se efect e una determinaci n individual o cuestionar la suficiencia o efectividad deú ó  

las reparaciones percibidas con anterioridad, citando la sentencia de la Excelent simaí  

Corte Suprema, Sentencia de Casaci n de fecha 07.01.13, dictada en los autos Rol Nó ° 

803-2008.  

Plantea que resulta contrario a todo concepto de justicia que sea el responsable 

del da o, el Estado y sus agentes, el que fije  la cuant a de la reparaci n, esa es lañ í ó  

pretensi n oculta tras esta excepci n.ó ó

Expone  que  razonando  desde  las  reglas  del  derecho  civil,  diversos  fallos  de 

nuestros tribunales superiores de justicia han concluido que, trat ndose de medidas deá  

reparaci n por violaciones a los derechos humanos, stas no se condicen con el dise oó é ñ  

normativo y presupuestos legales del derecho privado, particularmente, los relativos al 

pago: Excelent sima Corte Suprema, Sentencia de Casaci n de fecha 28.04.2015, dictadaí ó  

en los autos Rol N  23.441-14.°

En cuanto a la existencia de reconocimientos por parte del Estado de Chile que 

la reparaci n integral de las v ctimas es un tema todav a pendiente en nuestro pa s,ó í í í  

citando el fallo de nuestra Ilustr sima Corte de Apelaciones de Punta Arenas, dictado coní  

fecha 25.03.2020, en los autos Rol 180-2019.
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En cuanto  a  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva,  expresa  que  normas  deló ó  

C digo  Civil  no  son  aplicables  a  la  responsabilidad  derivada  de  cr menes  de  lesaó í  

humanidad. 

Indica que son 2 las premisas  presentes  en la argumentaci n del  Consejo deó  

Defensa  del  Estado:  1)  Que  las  acciones  reparatorias,  como  la  intentada  en  autos, 

pertenecen al mbito á patrimonial, encontr ndose por tanto regidas por el Derecho Civil.á  

2) Que en el derecho civil se encuentra el estatuto general de responsabilidad. 

Dice que sin embargo, ambas premisas se encuentran actualmente superadas. En 

efecto, en el estado actual del debate, no existe mayor discusi n, a nivel doctrinario nió  

jurisprudencial, en cuanto a que las acciones reparatorias, por su especial mbito, tienená  

una naturaleza internacional o humanitaria, no patrimonial y que esta clase de delitos se 

sujeta a un r gimen aut nomo de responsabilidad estatalé ó . 

Siendo  incluso  posible  encontrar  diversos  fallos  en  que  nuestra  excelent simaí  

Corte Suprema se ha manifestado expl citamente contraria a la aplicaci n del c digoí ó ó  

civil a la responsabilidad civil derivada de cr menes de lesa humanidad, argumentandoí  

para ello desde la especificidad propia de la materia, citando el fallo de la Excelent simaí  

Corte Suprema, Sentencia de Casaci n de fecha 06.01.2014, dictada en los autos Rol Nó ° 

2918-2013;  Excelent sima Corte  Suprema,  Sentencia de Casaci n de fecha 16.06.20,í ó  

dictada en los autos Rol N  34.111-19. °

Se ala que ñ trat ndose de violaciones a los Derechos Humanos, como es el casoá  

sub  lite,  la  responsabilidad  del  Estado,  y  m s  espec ficamente,  la  obligaci ná í ó  

indemnizatoria del mismo, no surge del derecho civil, sino de la interacci n normativaó  

entre  reglas  internas,  fundamentalmente  de  derecho  constitucional,  y  reglas 

internacionales contenidas en diversas  fuentes de Derecho Internacional  P blico, estoú  

ltimo posibilitado por la remisi n que hace el art culo 5 de la Constituci n Pol tica deú ó í ó í  

la Rep blica. ú

As  como  de  la  utilizaci n  de  reglas  interpretativas  desarrolladasí ó  

fundamentalmente  por  el  Derecho  Internacional,  como  son  los  principios  de 

interpretaci n de buena fe, principio pro homine  o favor libertatis , interpretaci nó “ ” “ ” ó  

evolutiva, equidad como criterio de integraci n e interpretaci n judicial, y las reglas deó ó  

ius cogens, como fuente normativa y como elemento para situar las reglas convencionales 

de Derecho Internacional. 

R gimen aut nomo de responsabilidad estatal que desde el a o 2015, ha venidoé ó ñ  

siendo reconocido consistentemente por la jurisprudencia de nuestra excelent sima Corteí  

Suprema,  entre  otros,  en  Sentencia  de  Casaci n  en el  Fondo de  fecha  23.01.2018,ó  

dictada en los autos Rol N  31.711-17, misma l nea jurisprudencial, puede citar la m s° í á  

reciente jurisprudencia de nuestro m ximo Tribunal del pa s, contenida en la ya citadaá í  

Sentencia de Casaci n de fecha 16.06.20, dictada en los autos Rol N  34.111-19.ó °

Afirma que de la existencia de este r gimen aut nomo de responsabilidad estatalé ó  

se siguen determinadas consecuencias: una de ellas es que la responsabilidad del Estado 
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que surge por violaciones a los derechos humanos no se extingue por el transcurso del 

tiempo. 

Indica que la responsabilidad, tanto civil como penal derivada de la comisi n deó  

cr menes contra la  humanidad,  se  sujeta a  un mismo estatuto de imprescriptibilidadí  

integral, que tiene su fuente en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el 

que postula que todo da o acaecido en el mbito de estos derechos, ha de ser siempreñ á  

reparado integralmente, con arreglo a las normas de derecho internacional convencional, 

o en su defecto, del derecho consuetudinario, de los principios generales o a n de laú  

jurisprudencia emanada de tribunales de la jurisdicci n internacional. ó

Agrega que tanto el  sistema universal  como el  interamericano reconocen este 

derecho a la reparaci n integral. ó

Expone que en el  mbito del sistema de protecci n universal  de los derechosá ó  

humanos,  el  derecho  de  las  v ctimas  a  obtener  reparaci n,  constituye  un  principioí ó  

general del derecho internacional. 

Menciona que m s recientemente en el a o 2006, la Resoluci n N  60/147 de laá ñ ó °  

Asamblea General de las Naciones Unidas, de 21 de marzo de 2006, que contiene los 

Principios  y  directrices  b sicas  sobre  el  derecho  de  las  v ctimas  de  violaciones“ á í  

manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves 

del derecho internacional , ratific  en su art culo 6, p rrafo 4, el car cter imprescriptible” ó í á á  

de las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 

las violaciones graves del derecho internacional humanitario que constituyan cr menes ení  

virtud del derecho internacional, cuando as  se disponga en un tratado aplicable o formeí  

parte de otras obligaciones jur dicas  internacionales.  Agregando a continuaci n en elí ó  

numerando 7, que trat ndose de otro tipo de violaciones que no constituyan cr menes ená í  

virtud del derecho internacional, incluida la prescripci n de las acciones civiles y otrosó  

procedimientos, no deber an ser excesivamente restrictivas. í

Afirma  que,  en  consecuencia,  hoy  no  queda  duda  alguna  que  a  la  luz  del 

Derecho Internacional General, las acciones indemnizatorias son imprescriptibles.

Se ala  que  en  el  ñ mbito  interamericanoá ,  cabe  destacar  lo  estatuido  en  la 

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, particularmente, en su art culo 63,ó í  

donde  se  establece  uno  de  los  principios  fundamentales  del  Derecho  Internacional 

contempor neo sobre la responsabilidad de los Estados, puesto que cuando ha existidoá  

violaci n a los derechos humanos surge para el Estado infractor la obligaci n de repararó ó  

la acci n con el pago de una justa indemnizaci n a la parte lesionada. ó ó

Expresa que consecuentemente con lo se alado hasta aqu , es que no resultanñ í  

aplicables las normas del derecho interno previstas en el C digo Civil sobre prescripci nó ó  

de las acciones civiles a la resoluci n del asunto, al estar stas en abierta contradicci nó é ó  

con  las  referidas  reglas  del  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos  que 

protegen el derecho de las v ctimas y familiares a recibir la reparaci n correspondiente,í ó  

citando la sentencia de la Excelent sima Corte Suprema, Sentencia de Casaci n de fechaí ó  
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16.06.20, dictada en los autos Rol N  34.111-19, la sentencia de la Excelent sima Corte° í  

Suprema,  Sentencia  de Casaci n  de fecha 23.01.2018,  dictada en los  autos  Rol  Nó ° 

31.711-17.  

Expone que la prescriptibilidad de las acciones civiles derivadas de cr menes deí  

lesa humanidad infringe los art culos 26, 27 y 53 de la Convenci n de Viena, esta ltimaí ó ú  

disposici n  en  relaci n  a  las  reglas  imperativas  de  derecho  internacional  o  IUSó ó “  

COGENS .”

En efecto, infringe el principio internacional de que los tratados deben cumplirse 

de buena fe, contenido en el art culo 26 de la Convenci n de Viena; el principio deí ó  

derecho internacional contenido en el art culo 27 de la Convenci n de Viena, el queí ó  

previene  que  los  Estados  no  pueden  invocar  su  derecho  interno  -para  eludir  sus 

obligaciones internacionales  – en la especie, la de establecer responsabilidades-, que es 

justamente la hip tesis en que se pretende la aplicaci n de las reglas de prescripci nó ó ó  

contenidas en el Libro Tercero t tulo XXXV del C digo Civil, evitando de esta forma alí ó  

Estado  de  Chile  cumplir  la  obligaci n  reparar  una  violaci n  grave  del  derechoó ó  

internacional, trat ndose de delitos de lesa humanidad. Dejar a de aplicar el art culo 53á í í  

de  la  Convenci n  de  Viena,  ó el  cual  incorpora  al  derecho  convencional  las  reglas 

imperativas de derecho internacional o IUS COGENS : “ ” es nulo todo tratado que, en“  

el momento de su celebraci n, est  en oposici n con una norma imperativa de derechoó é ó  

internacional general”. 

Cita la sentencia de la Excelent sima Corte Suprema, Sentencia de Casaci n deí ó  

fecha 16.06.20, dictada en los autos Rol N  34.111-19;  ° Excelent sima Corte Suprema,í  

Sentencia de Casaci n dictada en los autos Rol N  5720-2010. En el mismo sentidoó °  

considerando  d cimo  octavo  de  la  sentencia  de  casaci n  Rol  N "5436-2010;é ó °  

Excelent sima Corte Suprema, Sentencia de Casaci n dictada en los autos Rol N  2080-í ó °

2008. En el mismo sentido considerando d cimo octavo de la sentencia de casaci n Rolé ó  

N "3841-2012.°

Indica que  otro argumento empleado para descartar la aplicaci n prescripci nó ó  

extintiva, presente en la jurisprudencia de nuestro m ximo tribunal, es el  á principio de“  

congruencia” en virtud del cual se afirma el car cter discriminatorio de la distinci ná ó  

entre acciones penales imprescriptibles y acciones civiles prescriptibles. 

Afirma que si de un mismo hecho nacen ciertas acciones, darles un tratamiento 

distinto no guarda coherencia, por lo tanto, si de los cr menes contra la humanidadí  

derivan  acciones,  civil  y  penal,  ambas  deben  tener  la  misma  suerte,  es  decir,  se 

excepcionan de la prescripci n extintiva.ó

Se ala queñ  mediante sentencia de fecha 28 de noviembre de 2018, la CORTE 

INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS conden  al Estado chileno comoó  

responsable por la violaci n del derecho de acceso a la justicia, en los t rminos de losó é  

derechos a las garant as judiciales y a la protecci n judicial, ello como consecuencia de laí ó  
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aplicaci n de la figura de prescripci n a acciones civiles de reparaci n relacionadas conó ó ó  

cr menes de lesa humanidad. í

Se ala que no corresponde acceder a lo solicitado, atendido lo ya expuesto, enñ  

orden a que la indemnizaci n civil y la administrativa son compatibles, no excluyentes.ó  

Asimismo,  y  en  la  etapa  procesal  correspondiente,  justificar  la  justicia  del  montoá  

solicitado.

CUARTO: Que, en el folio 11, la demandada evacu  la d plica, se alando queó ú ñ  

reproduce  ntegramente  y  ratifica  en  su  totalidad  el  escrito  de  contestaci n  de  laí ó  

demanda, por lo que reitera todas y cada una de las alegaciones, excepciones y defensas 

contenidas en dicho escrito.

En  relaci n  a  la  excepci n  de  reparaci n  integral  opuesta  por  la  parteó ó ó  

demandada, reitera lo se alado en la contestaci n de la demanda, en cuanto a que elñ ó  

da o moral ya ha sido indemnizado, por lo que procede se haga lugar a la excepci nñ ó  

alegada. Insiste respecto al marco general de las reparaciones ya otorgadas, al esfuerzo 

que ha realizado el Estado de Chile para compensar el da o producido a las v ctimas, yñ í  

en especial, respecto a las reparaciones percibidas por los demandantes c nyuges, madresó  

e hijos de las v ctimas, ya sea en forma de transferencias directas en dinero, mediante laí  

asignaci n  de  nuevos  derechos  sobre  prestaciones  estatales  espec ficas  y  mediante  eló í  

conjunto de reparaciones simb licas mencionadas en la contestaci n. ó ó

En relaci n a la prescripci n de la  acci n  deducida en este  juicio,  reitera  laó ó ó  

importancia de la sentencia de unificaci n de jurisprudencia dictada por el Pleno de laó  

Excma. Corte Suprema con fecha 21 de enero de 2013 en los autos rol 10.665-2011 

Episodio  Colegio  M dico-Eduardo  Gonz lez  Galeno  y  que  transcribi  en  sus“ é á ” ó  

principales argumentos, en el escrito de contestaci n a la demanda.ó

Expresa  que  en dicho  fallo  se  concluye  que  las  acciones  por  responsabilidad 

extracontractual  en  contra  del  Estado  prescriben  en  el  plazo  de  4  a os  desde  lañ  

perpetraci n de los hechos, conforme a lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo 22ó í ó  

Civil. 

En  efecto,  desde  hace  m s  de  10  a os  la  Excma.  Corte  ha  se aladoá ñ ñ  

reiteradamente que en esta  materia se  aplica  el  art culo 2332 del  C digo Civil  queí ó  

dispone un plazo de cuatro a os en la cual  prescribe la acci n por responsabilidadñ ó  

extracontractual en contra del Estado. Que la aplicaci n de esta norma est  regulada enó á  

el art culo 2497 del mismo cuerpo legal, que se ala expresamente que las normas deí ñ  

prescripci n se aplican a favor y en contra del Estado . ó “ ”

Dice que tambi n la Excma. Corte ha dejado claramente establecido que losé  

tratados  internacionales  sobre  derechos  humanos  no  impiden  en  modo  alguno  la 

aplicaci n  del  derecho  interno,  espec ficamente  las  normas  sobre  prescripci n  de  laó í ó  

acci n civil. En el fallo dictado por el Pleno de la Excma. Corte queda ampliamenteó  

establecido que ni la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos y tampoco laó  
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Convenci n de Ginebra contienen normas que declaren imprescriptible la acci n civil oó ó  

impidan a cada Estado aplicar su legislaci n interna sobre la materia. ó

Destaca la sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema, con fecha 16 de 

marzo de 2016, donde se pronuncia respecto a la excepci n de pago y de prescripci n:ó ó

Quinto: Que en la especie se ha ejercido una acci n de contenido patrimonial“ ó  

cuya  finalidad  es  hacer  efectiva  la  responsabilidad  extracontractual  del  Estado,  de  

manera  que  como  ha  se alado  esta  Corte,  no  cabe  sino  aplicar  en  materia  deñ  

prescripci n las normas del C digo Civil, lo que no contrar a la naturaleza especial de laó ó í  

responsabilidad que se persigue en atenci n a que la acci n impetrada pertenece comoó ó –  

se ha dicho- al mbito patrimonial. á

Sexto:  Que,  en  efecto,  no  existe  norma internacional  incorporada  a  nuestro  

ordenamiento  jur dico  que  establezca  la  imprescriptibilidad  gen rica  de  las  accionesí é  

orientadas a obtener el reconocimiento de la responsabilidad extracontractual del Estado  

o de sus rganos institucionales. As , la Convenci n Americana de Derechos Humanosó í ó  

no  contiene  precepto  alguno  que  consagre  la  imprescriptibilidad  declarada  en  la  

sentencia. Su art culo 1  s lo consagra un deber de los Estados miembros de respetar losí ° ó  

derechos  y  libertades  reconocidos  en  esa  Convenci n  y  garantizar  su  libre  y  plenoó  

ejercicio, sin discriminaci n alguna; y el art culo 63.1 impone a la Corte Interamericanaó í  

de Derechos Humanos un determinado proceder si se decide que hubo violaci n a unó  

derecho o libertad protegido. 

S ptimo:  Que  como  se  ha  expresado  por  este  tribunal  en  fallos  de  similaré  

materia,  la  prescripci n  constituye  un  principio  general  del  derecho  destinado  aó  

garantizar la seguridad jur dica, y como tal adquiere presencia en todo el espectro de losí  

distintos ordenamientos jur dicos, salvo que por ley o en atenci n a la naturaleza de laí ó  

materia se determine lo contrario, esto es, la imprescriptibilidad de las acciones. A ello  

cabe agregar que no existe norma alguna en que se establezca la imprescriptibilidad  

gen rica de las acciones orientadas a obtener el reconocimiento de la responsabilidadé  

extracontractual del Estado o de sus rganos institucionales;  y,  en ausencia de ellas,ó  

corresponde estarse  a  las  reglas  del  derecho com n referidas  espec ficamente  a  esteú í  

asunto. 

Octavo: Que nuestro C digo Civil en el art culo 2497 precept a que: Las reglasó í ú “  

relativas a la prescripci n se aplican igualmente a favor y en contra del Estado, de lasó  

iglesias, de las municipalidades, de los establecimientos y corporaciones nacionales y de  

los individuos particulares que tienen la libre administraci n de lo suyo . ó ”

Noveno: Que, de acuerdo a lo anterior, resulta aplicable la regla contenida en el  

art culo  2332 del  mismo C digo,  conforme a la  cual  las  acciones  establecidas  paraí ó  

reclamar la responsabilidad extracontractual prescriben en cuatro a os, contados desdeñ  

la perpetraci n del acto.ó

D cimo:  Que  en  autos  la  responsabilidad  demandada  se  origina  en  lasé  

detenciones y posteriores torturas  de que fueron v ctimas  los  demandantes de autos,í  
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Joaqu n  Rifo  Mu oz  y  Guillermo  Carrasco  Vera,  en  manos  de  funcionarios  deí ñ  

Carabineros de la Segunda Comisar a de Temuco, sucesos que acaecieron 22 el 17 deí  

septiembre de 1973 y que se prolongaron durante trece y doce d as, respectivamente.í  

Tal como lo se al  el Tribunal Pleno de esta Corte en los autos Rol N  10.665-2011,ñ ó °  

s lo  a  partir  de  la  fecha  del  Informe  de  la  Comisi n  Nacional  de  Verdad  yó ó  

Reconciliaci n  es  que  se  podr a  comenzar  a  contar  el  plazo  de  prescripci n  queó í ó  

establece  el  art culo  2332  del  C digo  Civil,  pues  con  anterioridad  a  esa  poca  losí ó é  

titulares de la acci n no estaban en condiciones de haberla ejercido por carecer deó  

antecedentes relativos al hecho que gener  el da o que se pretende resarcir. De maneraó ñ  

que como lo ha dicho esta Corte Suprema en reiteradas ocasiones conociendo de causas  

similares, el plazo de prescripci n ha de contarse desde la fecha de la comisi n del il citoó ó í  

o, en su caso, desde el 11 de marzo de 1990, o desde la entrega del informe de la  

denominada  Comisi n  Rettig,  esto  es,  el  4  de  marzo  de  1991;  as ,  a  la  fecha  deó í  

notificaci n de la demanda, el 18 de marzo del a o 2013, la acci n civil derivada de losó ñ ó  

hechos que la fundan se encuentra prescrita.

Und cimo: Que al rechazar la excepci n de prescripci n opuesta por el Fisco deé ó ó  

Chile los jueces del m rito incurrieron en el error de derecho que se les imputa, el queé  

tuvo influencia sustancial en lo dispositivo del fallo impugnado por cuanto incidi  en laó  

decisi n de hacer lugar a la demanda de indemnizaci n de 10 perjuicios por conceptoó ó  

de da o moral interpuesta por los actores. ñ

Duod cimo: Que no obstante  que la conclusi n anterior  resulta ser suficienteé ó  

para acoger el recurso de fondo que se estudia, cree necesario este tribunal reiterar lo  

expresado en la sentencia Rol N  3603-2015 de esta misma Corte en lo concerniente a°  

la vulneraci n de las disposiciones citadas de la Ley N  19.992, en relaci n con losó ° ó  

art culos 19 y 22 del C digo Civil, en cuanto al 16 decidir el fallo impugnado que esí ó  

procedente hacer de cargo del Estado una nueva indemnizaci n por da o moral, enó ñ  

circunstancias que este rubro hab a sido ya cubierto con los beneficios descritos en esaí  

normativa,  los  jueces  contravienen  no  s lo  el  contexto  de  las  disposiciones  queó  

conforman la ley citada, sino que adem s y muy especialmente los t rminos vertidos ená é  

el Mensaje Presidencial con el que se inicia el Proyecto de Ley, que establece lo que  

denomina: Pensi n de reparaci n y otorga otros beneficios en favor de las personas que“ ó ó  

indica . ”

En efecto, en el Mensaje en referencia se hace expresa menci n de integrar esta ley aló  

conjunto de esfuerzos desplegados por el Estado, entre otros fines, buscando establecer“  

reparaciones para todos los sufrimientos generados en el  pasado como el exilio y la  

exoneraci n . ó ”

En el mismo contexto, se indica en el Mensaje que en materia de reparaci n seó  

propone una serie de medidas divididas en tres categor as, incluyendo en tercer lugar,í  

entre  las  individuales,  aquellas  que  intentan reparar  el  da o ocasionado,  las  que señ  

expresan tanto en el mbito jur dico como en el econ mico.á í ó
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D cimo tercero: Que el art culo 4  de la Ley en estudio, N  19.992, determiné í ° ° ó  

claramente que la pensi n reparatoria consagrada en esta normativa, es compatible conó  

cualquiera  otra  pensi n  por  cierto,  no  expresamente  exceptuada-  y,  adem s,  conó – á  

cualquier otro beneficio de seguridad social establecido en las leyes, quedando de esta  

forma acotados los t rminos de la compatibilidad de la pensi n de que trata la citadaé ó  

ley. 

En las circunstancias precedentemente descritas y delimitando el mbito de losá  

montos que el Estado est  en condiciones de desembolsar con fines reparatorios por losá  

da os sufridos a consecuencia de las violaciones de derechos humanos ya aludidas, no esñ  

posible entender que quede, despu s de ello, abierto un margen difuso y gen rico paraé é  

otro tipo de reparaciones, como se ha pretendido por la v a de la acci n incoada ení ó  

estos autos. Lo reci n se alado se expresa precisamente en el contexto de ser un hechoé ñ  

indiscutido el que los actores son beneficiarios de la pensi n contemplada en la Ley Nó °  

19.992, por haber sido reconocidos como v ctimas de violaci n a los derechos humanosí ó  

y estar individualizados en el listado de prisioneros pol ticos y torturados que formaní  

parte del Informe de la Comisi n Valech. ó

D cimo cuarto: Que de lo precedentemente razonado no cabe sino concluir que,é  

si en la sentencia atacada por esta v a se ha estimado compatibles, la pensi n reparatoriaí ó  

y beneficios de la Ley N  19.992 con una acci n indemnizatoria por da o moral, se ha° ó ñ  

incurrido, adem s, en error de derecho, por infracci n de las normas de esta ltima ley,á ó ú  

que han sido denunciadas como infringidas.  ”

Y de conformidad asimismo con lo que disponen los art culos 764, 765, 785 28 yí  

805 del C digo de Procedimiento Civil, se acoge el recurso de casaci n en el fondoó ó  

deducido por la demandada en lo principal de la presentaci n de fojas 319 en contra deó  

la sentencia de diecis is de junio de dos mil quince, escrita a fojas 313, la que poré  

consiguiente es nula y se reemplaza por la que se dicta a continuaci n.ó ”

Finalmente,  hace  presente  que  el  demandante  ha  recibido  la  suma  total  de 

$21.481.368.-y que mantiene, adem s, una pensi n mensual denominada Valech  deá ó “ ”  

$212.920.- 

QUINTO:  Que, para acreditar su pretensi n el demandante rindi  la siguienteó ó  

prueba:

Documental: Que, en el folio 27, acompa :  ñó 1.- Certificado del Jefe Regional 

Instituto Nacional de Derechos Humanos Magallanes y Ant rtica Chilena, que acreditaá  

que don Roberto Luis Gopaldas De La Rosa se encuentra calificado como v ctima en elí  

listado de prisioneros pol ticos y torturados, elaborado por la Comisi n Nacional sobreí ó  

Prisi n Pol tica y Tortura, conocida como Comisi n Valech II. Adjunta n mina dondeó í ó ó  

figura. Fecha de emisi n: 17 de marzo de 2022; 2.- Certificado de detenci n emitido poró ó  

el Intendente de Provincia y CAJSI R.M.A., General de Brigada Gabriel torres de la 

Cruz, en que consta la detenci n de don ó Roberto Luis Gopaldas De La Rosa desde el 

08 de octubre de 1973 y el 14 de noviembre de 1973 y que fue puesto en libertad 
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incondicional el 14 de noviembre de 1973. Fecha de emisi n: 14 de noviembre de 1973;ó  

3.- Certificado del m dico psiquiatra don Jaime Cristian lvarez Uzabeaga, que acreditaé Á  

la condici n de paciente de don ó Roberto Luis Gopaldas De La Rosa. Fecha de emisi n:ó  

08 de marzo de 2010; 4.- Tapa y p ginas 1 a 13 del Informe de la Comisi n Nacionalá ó  

sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura  ( Comisi n  Valech ),  correspondientes  a  pr logo  eó í “ ó ” ó  

ndice del mismo. Fecha de emisi n: 28 de noviembre 2004; 5.- P ginas 225 a 250 delí ó á  

Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura ( Comisi n Valech ),ó ó í “ ó ”  

correspondientes al Cap tulo V- M todos de Tortura: Definiciones y Testimonios. Fechaí é  

de emisi n: 28 de noviembre 2004; 6.- P ginas 467 a 513 del Informe de la Comisi nó á ó  

Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura  ( Comisi n  Valech ),  correspondientes  aló í “ ó ”  

Cap tulo  VIII-  Consecuencias  de  la  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  Secci n:  Lasí ó í ó  

consecuencias en las V ctimas. Fecha de emisi n: 28 de noviembre 2004; 7.- Tapa yí ó  

p ginas  539  a  543  de  la  N mina  de  Personas  Reconocidas  como  V ctimas  en  laá “ ó í  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura (Valech I) . Fecha de emisi n: 28 deó ó í ” ó  

noviembre 2004; 8.- Informe acerca del da o psicol gico y emocional en familiares de“ ñ ó  

V ctimas de Violaciones a Derechos Humanos durante la Dictadura Militar , elaboradoí ”  

por Instituto Latinoamericano de Salud Mental y Derechos Humanos (ILAS), de fecha 

agosto de 2016. Fecha de emisi n: Agosto de 2016; 9.- Informe en T rminos Generalesó “ é  

sobre las secuelas dejadas en el Plano de Salud Mental relacionadas con las violaciones a 

los  Derechos  Humanos  cometidas  durante  la  Dictadura  Militar ,  elaborado  por  la”  

Psic loga  del  Programa  de  Reparaci n  y  Atenci n  Integral  en  Salud  y  Derechosó ó ó  

Humanos PRAIS Servicio de Salud Metropolitano Norte, de fecha 23 de septiembre de 

2016. Fecha de emisi n: 23 de septiembre de 2016; 10.- Tapa y p ginas 30 a 50 de laó á  

Norma T cnica  para  la  Atenci n  de  Personas  Afectadas  por  la  Represi n  Pol tica“ é ó ó í  

ejercida por el estado en el periodo 1973-1990 , del Ministerio de Salud; 11.- Sentencia”  

Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). Caso rdenes Guerra y otrosÓ  

Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Serie C No. 372. Fecha de emisi n: 29 deó  

noviembre de 2018; 12.- Sentencia dictada en los autos Rol C-682-2016, caratulados 

PROVOSTE / FISCO DE CHILE, seguidos ante este Primer Juzgado de Letras de 

Punta Arenas. Fecha de emisi n: 30 de noviembre de 2017; 13.- Sentencia dictada en losó  

autos Rol C-1320-2018, caratulados C RCAMO/FISCO DE CHILE, CONSEJO DEÁ  

DEFENSA DEL ESTADO, seguidos  ante  este  Primer  Juzgado de  Letras  de  Punta 

Arenas. Fecha de emisi n: 18 de junio de 2019; 14.- Sentencia dictada en los autos Roló  

C-499-2017,  caratulados  GUELET/FISCO  DE  CHILE,  seguidos  ante  el  Primer 

Juzgado de Letras  de Punta Arenas. Fecha de emisi n:  26 de agosto de 2019;  15.-ó  

Sentencia  dictada  en los  autos  Rol  C-803-2008,  caratulados  VALENCIA OYARZO 

ELI/FISCO  DE  CHILE,  seguidos  ante  18  Juzgado  Civil  de  Santiago.  Fecha  deº  

emisi n: 07 de enero de 2013; 16.- Sentencia dictada en los autos Rol C-1548-2020,ó  

caratulados  ALVARADO/FISCO DE CHILE /CDE, seguidos el Primer Juzgado de 

Letras de Punta Arenas. Fecha de emisi n: 06 de mayo de 2022; 17.- Sentencia deó  
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nuestra  excelent sima Corte  Suprema dictada en los  autos  Rol  1092-15,  caratuladosí  

VALENCIA OYARZO ELI/FISCO DE CHILE. Fecha de emisi n: 14 de septiembreó  

de 2015; 18.- Fallo de nuestra Ilustr sima Corte de Apelaciones de Punta Arenas dictadoí  

en  los  autos  Rol  IC  129-2020  Civil,  caratulados  MASCARE A/CONSEJO  DEÑ  

DEFENSA DEL ESTADO/FISCO DE CHILE. Fecha de emisi n: 13 de octubre deó  

2020.

Que,  en el  folio  29,  acompa :  Informe de Da o a consecuencia  de Prisi nñó ñ ó  

Pol tica, Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes de don  í Roberto 

Luis  Gopaldas  De  La  Rosa,  emitido  por  Alejandro  Dar o  Valle  Soto,  Psic logo,í ó  

Programa PRAIS Magallanes. 

SEXTO: Que, la parte demandada rindi  la siguiente prueba:ó

Documental: Que,  en  el  folio  30,  acompa :  ñó Oficio  DSGR N 4792-656  del°  

Instituto de Previsi n Social, de fecha 1 de marzo de 2021.ó

DECISION

SEPTIMO:  Que, de la prueba instrumental, no objetada y detallada en los 

considerandos  precedentes,  resulta  posible  constituir  indicios  graves,  precisos  y 

concordantes entre s , en los t rminos de los art culos 1712 del C digo Civil y 426í é í ó  

del C digo de Procedimiento del ramo, para construir, mediante un proceso l gicoó ó  

deductivo, una presunci n judicial con m rito probatorio suficiente para los efectos deó é  

establecer como hechos de la causa los siguientes:

Que, Roberto Luis Gopaldas De La Rosa, fue sujeto de torturas y tratos crueles, 

inhumanos y degradantes, todo constitutivo de un il cito, para lo que nos convoca, deí  

car cter civil, consistente en su n cleo, en lo que el propio Estado ha reconocido, aá ú  

trav s de los procesos de reparaci n estatal, los cuales fueron perpetrados al menos yé ó  

concretamente,  en  la  ciudad  de  Punta  Arenas,  particularmente  en  el  Regimiento 

Cochrane,  desde  el  8  de  octubre  al  14  de  noviembre  de  1973,  a  lo  menos  y  el 

alejamiento, en tal contexto de su familia, durante este periodo de tiempo. 

Que,  don  Roberto  Luis  Gopaldas  De  La  Rosa, se  encuentra  dentro  de

la  n mina  de  personas  reconocidas  como  v ctimas  de  prisi n  pol tica  yó í ó í

tortura de la Comisi n Valech II, bajo el n mero 3.752.ó ú

Que, el  demandante en su calidad de v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura,í ó í  

como  beneficio  de  reparaci n  legal,  a  febrero  de  2021,  recibi  $21.481.38  pesos,ó ó  

mediante el Instituto de Previsi n Social, con una pensi n mensual de 212.920 a esaó ó  

fecha.

OCTAVO: Que en relaci n a la existencia del da o, y sin perjuicio de lo yaó ñ  

referido en el  considerando anterior,  el  mismo se  desprende de la  naturaleza  de la 

agresi n de la cual padeci , en manos de agentes del Estado, desde su privaci n deó ó ó  

libertad,  golpes,  malos  tratos  e  interrogatorios,  con  uso  desmedido  de  la  fuerza,  y 

pr cticas  fuera del  derecho,  hasta  la  consecuencia  directa  que implic  afectaci n  ená ó ó  

contexto  laboral,  social  y  familiar,  debiendo  considerarse  en  este  sentido  su 
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reconocimiento por parte del Estado como v ctima, as  como las reparaciones que, sií í  

bien no permiten ser entendidas como ntegras, s  complementan el ejercicio de la acci ní í ó  

que se pretende en estos autos, al morigerar las consecuencias perniciosas del il cito, alí  

estar fundada en los mismos hechos.

NOVENO: Que, cabe se alar que los documentos incorporados al proceso danñ  

cuenta de lo ya establecido, as  como, los detalles de los momentos vividos en cada unoí  

de los centros de detenci n, adem s las sutilezas que dan la especial particularidad deó á  

esta causa, y de las fortalezas que el actor desarrollo para afrontar todo el proceso de 

desarraigo y reelaboraci n en las consecuencias devenidas.ó

DECIMO: En efecto, tal como lo afirma el demandado, se han efectuado por el 

Estado  chileno  m ltiples  esfuerzos,  una  vez  finalizado  el  r gimen  autoritario,  deú é  

compensaci n  a  todos  aquellos  v ctimas  deó í

violaciones  de  derechos  humanos  o  a  sus  familiares  directos  por  episodios  ocurridos 

durante el per odo de la Dictadura Militar que gobern  nuestro pa s, que ha sido fijadoí ó í  

por ley entre los a os 1973 y 1990.ñ

Amparados en esta l gica, es que se dict  la Ley N  19.123, de 8 de febrero deó ó °  

1992, que crea la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, y que estableceó ó ó  

una pensi n mensual de reparaci n, en beneficio de los familiares de las v ctimas deó ó í  

violaciones a los derechos humanos o de violencia pol tica (art culo 17), pensi n queí í ó  

tiene fijada por ley el monto y los beneficiarios, los que por lo dem s son desagregadosá  

seg n sea la vinculaci n que tengan con la v ctima y su edad, instituyendo beneficiosú ó í  

m dicos (art culo 28) y educacionales (art culos 29; 30; y, 31), entre otros.é í í

Normativa a la que se agreg  la Ley 19.234 de 1993, que establece beneficiosó  

previsionales por gracia para personas exoneradas por motivos pol ticos en lapso queí  

indica  y  autoriza  al  Instituto  de  Normalizaci n  Previsional  para  transigiró  

extrajudicialmente con relaci n a la jubilaci n de stos en los casos que se ala; la queó ó é ñ  

dispuso en su art culo 8 en relaci n con su art culo 3, que son exonerados pol ticos losí ó í í  

que hayan sido despedidos por causas que se hubieran motivado en consideraciones de 

orden  pol tico  y  que  consten  de  alg n  modo  fehaciente,  tales  como  el  hecho  deí ú  

figuraci n  del  exonerado  en  decretos,  bandos,  oficios,  o  resoluciones,  o  en  listasó  

elaboradas por alguna autoridad civil o militar, como activista pol tico o como miembroí  

de partidos pol ticos proscritos o declarados en receso, que hubieran sido privados deí  

libertad,  en  cualquier  forma,  fuere  en  calidad  de  prisioneros,  retenidos,  detenidos, 

relegados o presos, en c rceles, prisiones, regimientos, lugares especialmente habilitadosá  

al  efecto,  o  en  su  propio  domicilio,  sea  que  estos  resulten  ser  coet neos,  oá  

inmediatamente anteriores o posteriores a la exoneraci n, entre el 11 de septiembre deó  

1973 y el 10 de marzo de 1990. Esta fue modificada por la Ley 19.582 y la Ley 19.881 

estableci  un plazo para acogerse a los beneficios all  concebidos.ó í

Asimismo, en el marco del reconocimiento de violaciones de derechos humanos 

en Chile por parte de agentes del Estado durante la Dictadura Militar, se dict  la Leyó  
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19.980  de  noviembre  de  2004,  ampliando  los  beneficiarios  y  beneficios  de  leyes 

precedentes; y la Ley 19.992 de diciembre de 2004, que estableci  beneficios de car cteró á  

m dico y educacional y una pensi n anual de reparaci n en beneficio de las v ctimasé ó ó í  

directamente afectadas por violaciones a los derechos humanos individualizadas en el 

anexo  Listado  de  prisioneros  pol ticos  y  torturados ,  de  la  N mina  de  Personas“ í ” ó  

Reconocidas como V ctimas,  que forma parte  del  Informe de la Comisi n Nacionalí ó  

sobre Prisi n Pol tica y Tortura, creada por el decreto supremo N 1.040 de 2003 deló í °  

Ministerio del Interior, as  como su incompatibilidad con aquellas otorgadas en las leyesí  

N  19.234, 19.582 y 19.881, otorgando a estas personas la opci n y a quienes la ejerzan° ó  

el derecho a un bono. La ley 20.134 que concedi  un bono extraordinario a los exó  

trabajadores del sector privado y de las empresas aut nomas del Estado, exonerados poró  

motivos pol ticos en per odo que indica a quienes se les concedi  pensi n no contributivaí í ó ó  

conforme al inciso tercero del art culo 12 de la ley N  19.234.í °

Tal  normativa  interna  tiene  pr stina  vinculaci n  con  lo  prevenido  en  laí ó  

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, denominada Pacto de San Jos  deó é  

Costa  Rica,  suscrita  por  Chile  en  el  a o  1990,  en  que  los  Estados  Americanosñ  

signatarios, entre otros, reconocen un listado de derechos que estiman consubstanciales a 

la persona humana. En el mismo sentido, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Pol ticos de la Organizaci n de Naciones Unidas, vigente en Chile desde el a o 1989, yí ó ñ  

el Pacto Internacional de Derechos Econ micos, Sociales y Culturales, vigente en Chileó  

desde el a o 1989.ñ

 Que, las leyes precedentemente se aladas, denominadas leyes de reparaci n; siñ ó  

bien son un reconocimiento del Estado de Chile de su deber de reparar el da o causadoñ  

a v ctimas de derechos humanos o a sus familiares directos, estima este sentenciador queí  

en modo alguno impide acceder ni es incompatible, con el leg timo derecho de todoí  

ciudadano afectado por el  actuar doloso de agentes del  Estado involucrados en una 

pol tica civil ofensiva, cual es lo acontecido en la especie, de obtener una indemnizaci ní ó  

distinta, instando por la reparaci n efectiva de todo da o sufrido.ó ñ

En efecto, la legislaci n nacional especial que aduce el Fisco y que, conforme aló  

an lisis de las caracter sticas de los beneficios que involucran s lo introduce un r gimená í ó é  

de reparaciones asistenciales generales, no contiene en sus textos incompatibilidad alguna 

con las  indemnizaciones que aqu  se  persiguen,  y  no es  procedente  suponer  que seí  

dictaron  para  reparar  todo  da o  moral  inferido  a  las  v ctimas  de  atentados  a  losñ í  

derechos humanos, ya que se trata, como se dijo, de formas distintas de reparaci n, y eló  

que las asuma el Estado voluntariamente en su totalidad, no importa la renuncia de una 

de las partes o la prohibici n para que el sistema jurisdiccional declare su procedencia,ó  

por los medios que franquea la ley.

En cuanto a la tesis sostenida en la defensa fiscal, respecto el plan de reparaci nó  

estatal  que implica la necesidad de rechazar in limine la demandas que las v ctimasí  

puedan ejercer ante tribunales, no resultan suficientes, pues de acoger a tramitaci n lasó  

Código: RLVJXFXXXJH

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-85-2021

mismas no desincentiva los planes estatales, toda vez que es precisamente la legitimidad 

del  control  judicial  la que permite  resguardar los  derechos fundamentales,  de nuevo 

vinculado al acceso a la justicia en su amplia dimensi n, as  como controlar la integridadó í  

de las reparaciones y  reafirma los derechos fundamentales como l mite o barrera frenteí  

a lo que alguna vez y particularmente en 1973- pudo construir un fin estatal.–

En este orden de cosas, si bien no se puede tener las indemnizaciones otorgadas 

por  ley  al  demandante  como  suficientes  para  una  excepci n  de  indemnizaci nó ó  

satisfactiva, lo cierto es que consta en la ya pre-citada Ley, las prestaciones a las que se 

dio acceso, las que en t rminos generales pueden constituir una buena se al en cuanto aé ñ  

que nuestro Estado pretende por tal v a reparar en parte el mal causado, y por otra,í  

ofrecer garant as  de no repetici n, pero que indudablemente no alcanzan a dar porí ó  

cumplida la obligaci n del Estado de reparaci n integral a la v ctimas, reparaci n queó ó í ó  

por cierto fluye como simb lica y m s a n, compatible pues el plan del vida del actor yaó á ú  

se ha trasformado y s lo corresponde en esta instancia, la estimaci n de un monto queó ó  

pueda considerarse como necesario para alcanzar los objetivos que pueda lograr una 

indemnizaci n por da o moral, y de esta manera, las mismas ser n consideradas paraó ñ á  

efectos de la regulaci n como se indicar .ó á

DECIMO  PRIMERO:  Que,  en  relaci n  a  la  excepci n  subsidiaria  deó ó  

prescripci n,  como ya se  indic  en las  consideraciones  previas  de  esta  sentencia,  seó ó  

reproducen los argumentos esgrimidos y se remite a ellos, sin perjuicio de enfatizar que 

no resulta aplicable esta instituci n de car cter civil, para efectos de denegar el acceso aó á  

la justicia y la reparaci n integral a las v ctimas de derechos humanos, es decir, a laó í  

v ctima como los que se han establecido en esta sentencia, y que han sido perpetradosí  

por agentes del Estado, de manera sistem tica y fuera del derecho, conforme lo ha yaá  

resuelto la doctrina, pero especialmente los Tribunales Superiores de Justicia, as  como laí  

CorteIDH,  instituci n  que  cede  ante  las  normas  de  ius  cogens,  normas  de  derechoó  

internacional que mandatan al estado a responder como parte del principio democr ticoá  

de derecho.

En  efecto,  en  similares  casos  atendida  la  especial  naturaleza  del

il cito  cometido,  el  M ximo  Tribunal  ha  venido  sustentando  una  l nea  deí á í

razonamiento  que  este  sentenciador  comparte  (roles  1424-2013,  11208-

2015,  13170-2015,  17015-2015,  37993-2015),  la  cual  enfatiza  que

trat ndose  de  un  delito  deá  lesa  humanidad en  que  la  acci n  penaló

persecutoria  es  imprescriptible,  no  parece  coherente  entender  que  la

acci n  civil  indemnizatoria  quede  sujeta  a  las  normas  sobre  prescripci nó ó

consagradas  en  la  ley  civil  interna,  ya  que  ello  contrar a  la  preceptivaí

internacional  sobre  Derechos  Humanos  integrante  del  ordenamiento

jur dico  nacional  en  virtud  del  art culo  5  de  la  Carta  Fundamental,  queí í °

introduce  el  derecho de  las  v ctimas  y  otros  leg timos  titulares  a  obtener  la  debidaí í  

reparaci n de todos los perjuicios sufridos como consecuencia del acto il cito, y se oponeó í  
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incluso a lo establecido por el propio derecho interno que en virtud de la Ley n 19.123,°  

reconoci  la existencia de los da os y concedi  beneficios de ndole pecuniario tambi n aó ñ ó í é  

los familiares de aquellas v ctimas calificadas como detenidos desaparecidos y ejecutadosí  

pol ticos, por violaci n a los derechos humanos en el per odo 1973-1990, registrados ení ó í  

los informes de la Comisi n Nacional de Verdad y Reconciliaci n y la Corporaci nó ó ó  

Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n.  Por  consiguiente  -se  afirma-  cualquieró ó  

supuesta diferenciaci n entre ambas acciones y otorgamiento de un tratamiento desigualó  

es discriminatorio y no permite al ordenamiento jur dico guardar la coherencia y unidadí  

que se le reclama.

Estriba  lo  anterior,  la  improcedencia  de  aplicar  normas  del  C digoó

Civil  como  derecho  com n  supletorio  a  la  responsabilidad  derivada  deú

cr menes como el de autos, posible de cometer con la activa colaboraci n del Estado,í ó  

por cuanto dichas normas atienden a postulados y finalidades distintas a aquellas que 

emanan del Derecho Internacional, de manera que deber  integrarse la normativa coná  

los principios generales del derecho respectivo, que reconocen la imprescriptibilidad de 

las acciones reparatorias derivadas de violaciones a los derechos humanos.

DECIMO SEGUNDO: A mayor abundamiento, conviene tener presente que la 

acci n  deducida  encuentra  su  fundamento  en  los  principios  generales  del  Derechoó  

Internacional de los Derechos Humanos y su consagraci n normativa en los tratadosó  

internacionales ratificados por Chile que consagran el derecho a la reparaci n ntegra,ó í  

los que el Estado est  obligado a reconocer y proteger con arreglo a lo dispuesto en losá  

art culos 5  inciso segundo y 6  de la Carta Fundamental.í ° °

En esta l nea argumentativa, la Convenci n Americana de Derechos Humanosí ó  

(art culos  1.1  y  63.1)  sujeta  la  responsabilidad  del  Estado  por  esta  clase  de  il citosí í  

(violaciones de derechos humanos) a reglas de Derecho Internacional, las que no pueden 

ser incumplidas a pretexto de hacer primar otros preceptos de derecho interno, acatando 

de este modo la Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratados (art culo 27). Estaó í  

preceptiva de rango superior impone un l mite y un deber de actuaci n a los poderesí ó  

p blicos y en especial a los tribunales nacionales, en tanto no pueden interpretar lasú  

reglas  de derecho interno de  un modo tal  que deje  sin  aplicaci n  los  preceptos deó  

Derecho Internacional que consagran el derecho a la reparaci n ntegra del da o, puesó í ñ  

ello podr a comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile.í

Conforme se viene razonando, no resultan atingentes las disposiciones del C digoó  

Civil sobre prescripci n de las acciones civiles comunes de indemnizaci n de perjuiciosó ó  

que contradicen la normativa internacional en cuanto a disponer la ineficacia de normas 

internas que hagan ilusorio el derecho a la reparaci n de los da os ocasionados poró ñ  

cr menes deí  lesa humanidad cometidos por los agentes del Estado de Chile.

DECIMO  TERCERO:  Finalmente  debe  tenerse  en  consideraci n  que  eló  

sistema de responsabilidad del Estado deriva tambi n del art culo 6  de la Constituci né í ° ó  

Pol tica de la Rep blica y 3  de la ley N  18.575, Org nica Constitucional de Basesí ú ° ° á  
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Generales de la Administraci n del Estado, normas que -de acogerse la tesis del Fisco deó  

Chile- quedar an sin aplicaci n.í ó

La  primera  disposici n,   somete  la  acci n  de  los  rganos  del  Estado  a  laó ó ó  

Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella, declara la fuerza vinculante de losó  

preceptos de la Constituci n para sus titulares o integrantes como para toda persona,ó  

instituci n  o  grupo,  y  dispone  que  la  infracci n  de  esta  norma  generar  lasó ó á  

responsabilidades  y  sanciones  que  determine  la  ley.  La  segunda,  establece  que  la 

Administraci n del Estado est  al servicio de la persona humana, que su finalidad esó á  

promover  el bien com n y que uno de los principios a que debe sujetar su acci n es elú ó  

de responsabilidad.

DECIMO  CUARTO:  Atendido  lo  anterior,  en  lo  precedente,  corresponde 

rechazar la excepci n de prescripci n de las acciones civiles que se ejercitan en autos poró ó  

aplicaci n de la preceptiva contenida en el C digo Civil, por ser contrario a las reglas deó ó  

Derecho Internacional a que queda sujeta la responsabilidad del Estado por la clase de 

il citos que se analizan.í

DECIMO QUINTO: Que, en virtud de la presunci n judicial establecida en eló  

considerando s ptimo de esta sentencia y en base a la prueba documental aportada y noé  

objetada por la contraparte, quedaron asentados en el caso sub j dice los hechos queú  

dieron origen al da o moral reclamado por la demandante. ñ

Por  otra  parte,  en  torno  a  los  da os  emocionales  yñ

psicol gicos  sufridos  corresponde  aplicar  lo  dispuesto  en  el  art culo  1698ó í

de C digo Civil y a las reglas de la prueba legal o tasada.ó

Que, conforme la interlocutoria de prueba, se advierte que se requiri  acreditar eló  

punto  3  de  dicha  resoluci n,  que  consist a  en  laó í

“Efectividad que el actor, a consecuencia de los referidos hechos, sufri  da o moral.ó ñ ”

Que, conforme los pensamientos modernos del Derecho Probatorio, este da oñ  

debe ser probado.

De modo que el da o moral es un hecho que se somete a las mismas reglasñ  

probatorias  que  el  da o  material,  sin  embargo,  dada  su  especial  naturaleza,  no  esñ  

necesaria ni esperable una prueba directa. De esta forma la carga se levanta con alg nú  

elemento de convicci n, aunque sea perif rico, capaz de servir de inferencia para eló é  

establecimiento del da o moral.ñ

A su respecto, en el expediente, dentro de la prueba documental no objetada, 

figura un certificado de atenci n medica suscrito por Jaime lvarez Azareaga, psiquiatra,ó Á  

que  informa  atenci n  al  demandante  por  un  severo  y  cr nico  trastorno  deló ó  

nimo, asimismo, Informe de da o a consecuencia de Prisi n Pol tica, Tortura y Otrosá ñ ó í  

Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes del actor, emitido por Elena G mez Castro,ó  

Psiquiatra, que da cuenta de las secuelas psicol gicas y emocionales que la violaci n a losó ó  

derechos humanos provoco en la dictadura militar e  Informe en T rminos Generalesé  

sobre las secuelas dejadas en el Plano de Salud Mental relacionadas con las violaciones a 
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los  Derechos  Humanos  cometidas  durante  la  Dictadura  Militar.  Estos  agregados  al 

proceso como instrumentos privados emanado por terceros ajenos al juicio que, al no ser 

reconocido  por  quien  lo  suscribe,  carece  por  s  solo  de  valor  probatorio  comoí  

instrumento.

No  obstante,  estos  informes  unidos  a  otros  antecedentes  acompa ados  en  elñ  

proceso, en especial la certificaci n  de calidad de v ctima elaborado por la Comisi nó í ó  

Valech,  y validadas  por el  INDH, que juntos a  otros,  detallan la  prisi n y torturasó  

sufridas por el demandante, as  como, la copia del certificado de detenci n de fecha 14í ó  

de  septiembre  2010,   forman  una  presunci n  judicial,  con  caracter sticas  de  grave,ó í  

precisa y concordante, que confirma procesalmente el da o moral sufrido y ocasionadoñ  

por el Estado y que este tribunal estima debe ser resarcido.

DECIMO SEXTO: En definitiva, quedaron acreditados en el caso sub j diceú  

los hechos da inos en que se funda la demanda, constituido por el actuar delictual enñ  

que han incurrido agentes del Estado de Chile.

Los  perjuicios  de  ndole  moral,  que  a  consecuencia  de  ello  haí

devenido  en  quien  ha  accionado  civilmente,  quedan  -a  su  vez-

suficientemente  asentados  en  raz n  de  la  prueba  documentaló

acompa ada y que da cuenta de la carga psicol gica y emocional que mantiene hasta elñ ó  

d a de hoy el demandante con motivo de la detenci n ilegal, prisi n pol tica y torturasí ó ó í  

sufridas durante el 8 de octubre de 1973 y 14 de noviembre de 1973.

Lo anterior, refrendado adem s por los hechos asentados en el motivo s ptimo yá é  

lo se alado en el considerando octavo de esta sentencia.ñ

Con todo, es dable afirmar que los hechos en que incurrieron los agentes del 

Estado implican lesi n a derechos extra patrimoniales de gran valor, entre los cualesó  

aparece el derecho a la vida y a la integridad f sica y ps quica de la persona, derechosí í  

que se encuentran cautelados constitucionalmente.

DECIMO SEPTIMO: Que, atendido el m rito de los antecedentes y la entidadé  

del da o moral sufrido, como tambi n sus consecuencias ps quicas, familiares y socialesñ é í  

en el actor, y -por cierto- su persistencia en el tiempo, que de acuerdo a lo expresado 

tanto por el demandante, como por la parte demandada, no es posible ce irse a criteriosñ  

concretos y espec ficos que vayan unidos a una determinada cantidad deí  dinero, y que 

esta cantidad, pueda efectivamente resarcir las consecuencias perniciosas del il cito, esí  

que  corresponde  acceder  a  la  pretensi n  indemnizatoria  de  autos,  fij ndoseó á  

prudencialmente su monto en la suma de $40.000.000 (cuarenta millones de pesos) para 

don Roberto Luis Gopaldas de la Rosa.

En cuanto a la solicitud subsidiaria del Fisco de considerar para la regulaci n deló  

da o,  los   pagos  ya  recibidos  del  estado,  no  puede  ser  atendida,  por  las  mismasñ  

argumentaciones referidas en los considerandos d cimos primero al d cimo tercero deé é  

esta sentencia.
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DECIMO OCTAVO: Que, la restante prueba anotada en el motivo quinto y 

sexto  de esta  sentencia,  en  lo  no considerado,  en nada altera  lo  que  se  ha venido 

razonando y s lo se menciona para los fines procesales pertinentes.ó

DECIMO NOVENO: Que, en relaci n a las costas, considerando que la parteó  

demandada no ha sido totalmente vencida, as  como la naturaleza de la acci n, y lasí ó  

acciones previas que ha desplegado el Estado para satisfacci n de las v ctimas, se eximiró í á 

del pago de las costas. 

VIGESIMO: Para efectos de reajustes e intereses y concretar el principio de la 

integridad  de  la  reparaci n  del  da o,  las  sumasó ñ

que se condena pagar al demandado, por concepto de indemnizaci n por da o moral, seó ñ  

reajustar n en la misma proporci n en que var e positivamente el ndice de Precios alá ó í Í  

Consumidor  desde  el  mes  anterior  a  la  poca  en que  la  sentencia  definitiva  quedeé  

ejecutoriada  y  el  mes  anterior  al  pago  efectivo,  m s  los  intereses  corrientes  paraá  

operaciones reajustables, desde la poca de la mora hasta el pago efectivo.é

VIGESIMO PRIMERO:  Que incumbe probar las obligaciones o su extinci nó  

al que alega aqu llas o sta.é é

Por estas  consideraciones,  y teniendo presente  el  derecho internacional  de los 

derechos humanos; las Convenciones Internacionales sobre la materia,  ratificadas por 

Chile y que se encuentran vigentes; la Constituci n Pol tica de la Republica; nuestroó í  

C digo Civil;  C digo de Procedimiento Civil,  Ley Org nica Constitucional de Basesó ó á  

Generales  de  la  Administraci n  del  Estado;  la  Ley  N  19.992;  y  dem s  normasó ° á  

pertinentes, SE DECLARA:

I. Que se rechazan las excepciones de pago ntegro y prescripci n opuestas por elí ó  

Fisco de Chile.

II. Que, se acoge la demanda deducida, s lo en cuanto se condena al Fisco deó  

Chile a pagar al demandante, Roberto Luis Gopaldas De La Rosa, c dula nacional deé  

identidad n mero N  5.264.517-4, a t tulo de indemnizaci n por da o moral, ú ° í ó ñ la suma 

de $40.000.000(cuarenta millones de pesos), m s los reajustes e intereses desde que laá  

sentencia queda firme.

III. Que no se condena en costas al demandado, por no haber sido totalmente 

vencido. 

Regístrese, notifíquese y archívese en su oportunidad.

Rol C-85-2021.

DICTADA  POR  DON  CESAR  MILLANAO  ANDAUR,  JUEZ 

SUBROGANTE DEL SEGUNDO JUZGADO DE LETRAS DE PUNTA ARENAS.

Certifico: que con esta fecha se dio cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 162 

del Código de Procedimiento Civil. Punta Arenas, 16 de mayo de 2023.
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